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Exp. 879/2021-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 879/2021-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARIO GENERAL DEL AYUNTAMIENTO, Y DIRECCIÓN DE SERVICIOS MUNICIPALES, AMBAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintitrés de agosto de dos mil veintitrés. 
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 879/2021-2 promovido por el C. **********, contra actos emitidos por el Secretario General del Ayuntamiento, y Dirección de Servicios Municipales, ambas autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, el C. **********,  promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el por el Secretario General del Ayuntamiento y Dirección de Servicios Municipales, ambas autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por los actos que a continuación se precisan:

"La resolución del procedimiento de responsabilidad patrimonial dentro del expediente **********…”


II.- Por auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós, se requirió a la parte actora, para que exhibiera la resolución impugnada consistente en la resolución del procedimiento de responsabilidad patrimonial dentro del expediente  **********.**********


III.- Por auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós, se tuvo a la parte actora por cumpliendo el requerimiento anteriormente mencionado, por lo que se le tuvo por admitida la demanda, ordenándose correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.
IV.- Por auto de fecha cinco de agosto de dos mil veintidós, se tuvo a la Dirección de Servicios Municipales del Ayuntamiento de San Luis Potosí por precluido su derecho para contestar la demanda, y por contestando los hechos de la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Por otra parte, se tuvo al Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por contestando la demanda por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora.

Así mismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora:

1.- Cédula de notificación de la resolución de fecha 04 cuatro de octubre del año dos mil veintiuno, de fecha ocho de octubre de dos mil veintiuno;

2.- Acuse de recibo sellado en fecha cinco de noviembre de dos mil veintiuno por la Secretaría General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, donde solicita copias certificadas de todo lo actuado dentro del procedimiento **********;

3.- Resolución de fecha cuatro de octubre de dos mil veintiuno, emitida por el Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí (acto impugnado);

4.- Presuncional legal y humana; y
5.- Instrumental de actuaciones.

A la autoridad demandada Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí:
1.- Copia certificada de su nombramiento;
2.- Copia certificada del expediente integrado bajo el número **********; 
3.- Acuerdo delegatorio de fecha dos de octubre del año dos mil dieciocho, emitido por el Presidente Municipal de San Luis Potosí; 
4.- Gaceta Municipal de fecha cuatro de octubre de dos mil veintiuno.

5.- Instrumental de actuaciones; y

6.- Presuncional legal y humana.

Por último, se señalaron las diez horas del cinco de octubre de dos mil veintidós para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- Por auto de fecha nueve de marzo de dos mil veintitrés, se tuvo por negada la ampliación de demanda solicitada por la parte actora.

Por otra parte, se señalaron las diez horas del diecisiete de abril de dos mil veintitrés para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que fueron formulados únicamente por la parte actora. Finalmente, se citó para resolver.   
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 1°, 2°, 7° fracción X, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí; en virtud de que se trata de una reclamación en la vía contenciosa administrativa de responsabilidad patrimonial, suscitada entre un particular y autoridades de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La reclamante comparece por derecho propio, justificando su interés jurídico, exhibiendo a su escrito inicial de demanda el acto controvertido consistente en la resolución contenida en el expediente **********, de fecha cuatro de octubre del dos mil veintiuno, emitido por el Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
La diversa autoridad demandada Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, el C. **********, justifico debidamente su personalidad y legitimación, toda vez que conforme a lo dispuesto en el artículo 220 párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditó su calidad compareciente con el nombramiento expedido a su favor, el cual consta en copia certificada a foja 93 del presente sumario, y en términos del párrafo tercero del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, documento al cual se le otorga valor probatorio pleno, en términos del artículo 72 fracción I, del invocado ordenamiento legal.
Por otra parte, se debe de hacer mención que por auto de fecha cinco de agosto de dos mil veintidós, se tuvo a la diversa autoridad demandada Dirección de Servicios Municipales del Ayuntamiento de San Luis Potosí por precluido su derecho para contestar la demanda, y por contestando los hechos de la misma en sentido afirmativo salvo prueba en contrario, ello en virtud de que no lo hizo en el término concedido para tal efecto.
TERCERO.- La Litis en el presente juicio consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de la Responsabilidad Patrimonial **********, de fecha cuatro de octubre del dos mil veintiuno, dictada por el Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de reclamación que hace valer la actora, es deber de esta Sala Unitaria, analizar las causales de improcedencia sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada,  conforme a lo previsto en el último párrafo del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado. Habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito.   185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa. 
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.- CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. …”

En tal virtud, la enjuiciada en su contestación de demanda hace valer las excepciones, que se hacen consistir en (FALTA DE ACCION Y FALTA DE LEGITIMACIÓN), así como el apartado relativo a las consideraciones que a su juicio impiden se emita la decisión en cuanto al fondo, o demuestren la falta de derecho del actor, que no ha nacido o que se ha extinguido el derecho del mismo, en el cual hacen valer la causal de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracción XI, así como 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en lo cual hace derivar la improcedencia y sobreseimiento.
A juicio de la suscrita Magistrada Titular de esta Segunda Sala Unitaria, los planteamientos de la autoridad demandada y los razonamientos en los cuales se sustentan las excepciones opuestas, e improcedencia y sobreseimiento, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, toda vez que se encuentran estrechamente vinculadas con el análisis de la resolución de responsabilidad patrimonial que reclama la parte actora, o en su caso, incluso con su existencia. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Finalmente se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que advirtiera que en la especie se actualizara alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de lo argumentado por la parte actora y lo refutado por las enjuiciadas respecto de la responsabilidad patrimonial que se reclama en el juicio que nos ocupa.

QUINTO.- La promovente hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas de la foja 6 a la 26 de los autos, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.
Al respecto, es aplicable la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599. “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS....”

SEXTO.- Los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora, se estudian de la siguiente manera:

1.-En el primer concepto de impugnación hecho valer por la parte actora, manifiesta medularmente que la autoridad responsable, la Dirección de Servicios Municipales no acredito su personalidad, ello en virtud de que en la resolución impugnada en su considerando segundo se señala que se tiene al C. ********** por acreditando el carácter con el que comparece en virtud de su ejercicio como Encargado del Despacho de la Dirección Servicios Municipales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, sin que sea necesario probar su nombramiento en virtud del órgano administrativo en el que ejercita sus funciones, además de que ello se realiza de manera pública.

Sigue manifestando que para que el Encargado del Despacho de la Dirección de Servicios Municipales, compareciera tendría que tener un nombramiento del Presidente Municipal y más aún, tendría que haberlo presentado al Procedimiento Administrativo en copia certificada, para que así acreditara su personalidad,
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se resuelve, resulta ser infundado, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de manifestar que la parte actora  presentó ante la Secretaria General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí un recurso de reclamación de procedimiento de responsabilidad patrimonial, bajo las disposiciones legales previstas en la ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, señalando como autoridad responsable a la Dirección de Servicios Municipales.
Dicho recurso de reclamación se realiza conforme al artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, mismo que fue dirigido a la Secretaría General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, promoviendo el mismo en contra de la Dirección de Alumbrado Público área adscrita a la Dirección General de Servicios Municipales, resultando conveniente realizar la transcripción del artículo anteriormente mencionado:

ARTÍCULO 23. Recibida la reclamación, el titular de la entidad involucrada emplazará al servidor público a quien se le atribuya la lesión, a efecto de que en un plazo no mayor de cinco días hábiles dé contestación y ofrezca las pruebas que a sus intereses convengan. Acto continuo se abrirá un periodo a prueba por un término de diez días hábiles, durante el cual se desahogarán las pruebas ofrecidas que así lo ameriten. 
Dentro del procedimiento, no serán admisibles las pruebas de posiciones, ni aquellas que contravengan la moral, las buenas costumbres o el orden público. 
Concluido el periodo probatorio, el titular de la entidad pondrá el expediente a la vista de las partes por tres días hábiles para que formulen alegatos. Vencido este plazo, el titular de la entidad emitirá resolución debidamente fundada y motivada, en un plazo no mayor de diez días hábiles. 
La resolución que emita la entidad deberá contener por lo menos los elementos a que se refiere el artículo 28 de la presente Ley.
Del artículo anteriormente transcrito se desprende que recibida la reclamación, el titular de la entidad involucrada emplazará al servidor público a quien se le atribuya la lesión, a efecto de que en un plazo no mayor de cinco días hables dé contestación y ofrezca las pruebas que a sus interés conviniera.
En ese sentido, el Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al ser la autoridad  competente para tramitar las reclamaciones que por concepto de indemnización por daños patrimoniales se realicen a la Autoridad Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, se admitió la reclamación planteada, ordenando correr traslado a la Dirección de Servicios Municipales de dicho Ayuntamiento; es decir, le ordeno enviarle un requerimiento para que contestara los hechos narrados por la parte actora . 
Motivo de lo anterior, y al tratarse de un requerimiento previsto por el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, resultaba un hecho notorio al tratarse de autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien fungió como titular o encargado de la misma; por lo que, resulta  ser infundado el concepto de impugnación  planteado por la parte actora.

2.- En la primera parte del segundo concepto de impugnación la parte actora se duele de una falta de fundamentación y motivación toda vez que la autoridad demandada Secretaría General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, entre otros artículo señala el 119 fracciones V, XI y XXIII del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí.

A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado pero insuficiente para declarar la ilegalidad del acto impugnado.

Lo anterior es así, ya que si bien es cierto, la autoridad demandada señala entre otros artículos el 119  fracciones V, XI y  XXIII del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, disposición legal que habla de la Comisión Permanente de Atención a las Mujeres, aunado a que no existen las fracciones XI y XXIII; también lo es, que resuelve conforme a las obligaciones y disposiciones que aplican a la Dirección de Servicios Municipales.

3.- En la segunda parte del segundo concepto de impugnación la parte actora medularmente manifiesta que en la resolución emitida existe violación al artículo 21 y 22 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de las pruebas ofertadas, manifiesta la autoridad demandada que no se acompañaron en original, que solo se acompañaron copias simples, resultando que no se le requirió para subsanar dicha omisión como lo establece el Código Procesal en cita.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de manifestar que obra a fojas de la 201 a la 210 del expediente en el que se actúa, el recurso de reclamación patrimonial  interpuesto por la parte actora ante la Secretaría General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y en donde se refieren específicamente a fojas 208 y 209 las pruebas ofrecidas por la parte actora, y en las cuales se señalan cuales son ofrecidas en original y cuales en copia simple.

Por otra parte, obra a foja de la 36 a la 61 del expediente en el que se actúa la resolución del procedimiento de responsabilidad patrimonial que en este acto se analiza, y en donde se desprende particularmente a fojas de la 46 a la 49 la valoración de todas y cada una de las pruebas ofrecidas por la actora, haciendo distinción cuales fueron ofrecidas en original y copia fotostática, probanzas que fueron valoradas de conformidad con los artículos 74, 90, 94,95 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Debido a lo anterior, resulta declarar infundado el concepto de impugnación en este acto analizado.

4.- En la tercera parte del segundo concepto de impugnación, la parte actora medularmente manifiesta que la relación causa-efecto entre la acción administrativa y la lesión patrimonial se encuentra plenamente acreditada toda vez que si bien, la acción señalada y atribuible al funcionamiento de esta administración no consiste directamente en una acción y  si no más bien en una omisión a cumplir con lo que le obliga el Reglamento Interno, el cual regula su funcionamiento, esto pues, como establece el artículo 8 del Reglamento de Alumbrado Público, corresponde al Director de Alumbrado Público por sí o por medio del personal a su cargo proporcionar el mantenimiento del alumbrado público, consistente en cambios de lámparas, focos, pintura de postes, cables, cambio de postes de alumbrado en calles, camellones o banquetas y demás que fueren necesarios.
A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que este acto se analiza resulta ser fundado, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de manifestar que dicha situación fue hecha valer por la parte actora en su escrito de reclamación de responsabilidad patrimonial en su punto número 12, mismo que se transcribe a continuación:

“El  accidente que sufrí, fue debido a que no se le dio el debido mantenimiento al poste del alumbrado que se cayó, así como tampoco se vigiló su conservación restauración ni adecuado uso. Todo lo cual suponía un gran riesgo para los automovilistas y un evidente incumplimiento por parte de la Administración demandada, de la obligación que mediante la Dirección de Alumbrado Público tiene de vigilar su cumplimento y mantener en un estado adecuado las instalaciones, en este caso lámparas y postes, adoptando las medidas necesarias para prevenir riesgos”

Por su parte la autoridad demandada al momento de emitir el acto impugnado, manifiesta lo siguiente:

“Lo anterior es así ya que como quedará demostrado a partir de los argumentos vertidos por esta autoridad, así como de las probanzas ofrecidas y que se desahogarán en su momento procesal oportuno, los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre”

Ahora bien, por lo que se refiere al planteamiento de la diversa Autoridad Demandada la Secretaría General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, acorde a lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo del Estado, establecen dos reglas precisas sobre la carga de la prueba, el Actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, que quien afirma se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción. A continuación se transcriben dichos preceptos:

“ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

Ahora bien, como se ha señalado en el caso que nos ocupa, la negativa del acto impugnado por parte de la Secretaría General  del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., se sustenta en la afirmación de que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre, por lo que a la diversa Autoridad Demandada le corresponde la carga de la prueba; sin que haya aportado ninguna probanza que acreditara lo dicho.
Motivo por el cual resulta fundado el concepto de impugnación hecho valer la parte actora mismo que en este acto se analiza, y por ende se declara la ilegalidad e invalidez de la resolución de fecha cuatro de octubre del dos mil veintiuno, dictada dentro del expediente **********.

Ahora bien, y con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron afectados, se ordena a la autoridad demandada Secretaría General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., que vuelva a emitir una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la cual considere que no ofreció prueba alguna en la que haya demostrado que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en los artículos 1º, 2º, 8°, 21, 26  y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí; se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente reclamación.

SEGUNDO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez de la resolución impugnada, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora; y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
